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No hay procedimiento más eficaz para generar empleo que crear un organismo 

público. Como todo político parece convencido de que son pocos los que hay y que 
una sociedad moderna debe tener más, lo primero que se le ocurre es añadir al menos 
uno. Sabe que, cuando concluya su mandato, probablemente no quede nada que dé 
testimonio de su paso por la vida pública y de su hermosa actitud de servicio a los 
demás. Las leyes se enmendarán, las subvenciones serán sustituidas por otras, las 
empresas que haya contribuido a crear es posible que naufraguen, pero un organismo 
público resistirá hasta el final de los tiempos. Lo mismo da que tenga o no utilidad, 
porque tendrá un hueco en los presupuestos, unos funcionarios asignados y un 
edificio, y eso, en España, es la garantía absoluta de perpetuidad. Cada año será un 
poco más grande, un poco más caro y, probablemente, un poco más inútil, pero será 
más institucional. Para el organismo público no hay tiempos de crisis ni causas de 
disolución, hay una continuidad mecánica, como una ley física inmutable.  

 
 

 
 

Un ejemplo es el de las Comisiones Nacionales reguladoras. La Comisión 
Nacional del Mercado de Valores ya tiene 369 trabajadores. Aún deben ser muy 
pocos, porque nunca consiguen detectar las operaciones con información privilegiada 
que se dan sistemáticamente en España cada vez que se produce un movimiento 
societario. La Comisión Nacional de la Energía es más reciente pero no menos 
ambiciosa: ya tiene218 trabajadores, como si la energía la tuvieran que producir ellos 
mismos; la Comisión Nacional del Mercado de las Telecomunicaciones es más 
modesta, porque debe ser más fácil saber lo que pasa por las líneas de teléfono que 
con las eléctricas, aunque lo presumible es que aún no haya llegado a la fase del 
estirón. Pero el gigantismo ya llegará, es cuestión de tiempo. Para que no nos falte de 
nada, la Comisión Nacional de la Competencia tiene 190 inspectores y auxiliares. 

 
 



El problema no son las plantillas, ni el hecho de que tengan unas 
remuneraciones medias superiores a los 60.000 euros sino el ritmo desmelenado al 
que crecen sus gastos. Para este año de crisis, un 32% de promedio, lo que no está 
nada mal.  

Las razones no son tan difíciles de entender: un organismo público no alcanza 
la autoestima necesaria para funcionar como el virreinato independiente que se 
supone que es si no tiene su propio edificio y, por supuesto, debe ser munificente. Ahí 
tampoco se puede ser cicatero. Tiene que ser lo suficientemente grande, como para 
acoger las ampliaciones de plantilla que necesitará, por definición, además de 
espectacular y bien situado para reforzar la imagen pública de quienes lo ocupan, 
porque lo primero que ha de dejar constancia un organismo es de su existencia y 
poder: desde las civilizaciones más antiguas se sabe que un edificio público ha de 
tener un porte intimidatorio y a esa teoría se han abonado todo tipo de regímenes. 

La perversión de estos gastos es que quien los realiza no se siente obligado a 
hacer economías, en unos casos porque sabe que si no gasta el presupuesto 
asignado se lo reducirán para el futuro y en los organismos con ingresos propios 
porque suponen, ufanos, que no nos cuestan nada. Por supuesto, no tienen en cuenta 
que las empresas sometidas a sus cánones nos trasladan luego esos costes a todos 
los demás. 

 Como en cada español hay un regulador en potencia y en cada familia un 
presunto funcionario que colocar, las autonomías están igual de tentadas a tener sus 
propios organismos públicos, también generosos en el gasto y con casa propia. No 
son comisiones nacionales, por supuesto, sino entes de televisión (hay sedes de 
televisiones autonómicas que pueden quitar el hipo fácilmente); institutos oficiales que 
estudian de todo menos cómo recortar los gastos públicos; empresas públicas; 
universidades como la de Cantabria, que completa su delirio inmobiliario con un gran 
Edificio del Estudiante, para ubicar media docena de despachos que ya tienen 
ubicación, como si nos sobrase el dinero; directores generales que se emancipan de 
sus consejerías para tener un edificio propio con el que reivindicarse a sí mismos...  

Esto ha llegado a un extremo tan desmesurado que el gobernante ha perdido 
cualquier noción de la realidad. En Valencia, donde ahora quedan si uso las ingentes 
instalaciones de la Copa América, que costaron lo que no está escrito, el 
Ayuntamiento no se ha molestado en pensar mucho para sosegar a la opinión pública 
que, por cierto, sólo se intranquiliza cuando esos problemas se le plantean a los 
socialistas: Ha dicho que es mejor conservarlo todo tal cual está, sin tocarlo ni usarlo, 
por si Madrid fuese sede Olímpica en el 2016 y, en una carambola a tres bandas, 
Valencia subsede para los campeonatos de vela. ¡Como si hubiese algún problema en 
cerrar con llave el complejo durante siete años! ¡Más tiempo han estado sin uso las 
pirámides de Egipto, perdidas en el desierto! Para salir al paso ha presentado un 
proyecto tan funcional y tramposo como los que manejan las autoridades públicas por 
estos lares cada vez que rehabilitan un edificio sin saber a qué dedicarlo: todos los 
pabellones se reconvierten en centros p o l i v a l e n t e s, de logística, de reuniones y 
salas de conferencias. Es decir, la nada envuelta en palabras grandilocuentes para 
convencer a los ingenuos de que tienen algo pensado cuando en realidad no tienen la 
menor idea de qué hacer con todo aquello. 

 En Zaragoza nada ha vuelto a saberse del destino de los edificios construidos 
para la Expo del Agua, porque los compromisos de entidades financieras y empresas 
para quedarse con varias de las construcciones se hicieron cuando a todo el mundo le 
sobraba el dinero. Ahora, lo que sobran son instalaciones. La misma historia, con el 
mismo resultado final, que la Expo 92, cuyo triste destino inmobiliario está ahí, 
diecisiete años después. Salvo las instalaciones de los Juegos Olímpicos de 
Barcelona –los catalanes no gastan porque sí– las grandes inversiones que se han 
hecho para acontecimientos puntuales están por encontrar destino en este país tan 
rico que aún no ha entendido eso del reciclaje. ¡Que las llenen de organismos 
públicos! 


